Radicación: 66001-22-04-000-2019-00167-01

Accionante: Alberto Velásquez Arias 

Accionado: Juzgado 1º de Ejecución de Penas y M. de Seguridad y Otro 

Decisión: Niega

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / CONDENADO EN PRISIÓN DOMICILIARIA Y PERMISO PARA TRABAJAR / REDENCIÓN DE LA PENA POR TRABAJO / REQUISITOS / OBLIGACIÓN DEL INTERESADO DE INFORMARSE Y CUMPLIRLOS.
… en relación con la supuesta vulneración de su derecho fundamental de petición por parte del Juzgado que vigila la ejecución de su pena, debe decir la Sala de manera anticipada que no le asiste la razón, pues conforme se observa en la documentación obrante en el expediente, del contenido del escrito que fuera presentado por un tercero ante esa Célula Judicial, como bien lo sugirió su titular, no se desprendía ningún tipo de petición, solicitud, ni se indicó tan si quiera cuál era el propósito del mismo. 

Recordemos que pese a la informalidad que caracteriza el derecho de petición, el artículo 16 del CPACA consagra el contenido básico que todas las solicitudes presentadas a las autoridades deben tener…
… con respecto al reconocimiento del tiempo trabajado, es del caso hacer alusión a lo consagrado en el artículo 103A del Código Penitenciario y Carcelario -Ley 65 de 1993-, indica que la redención de pena es un derecho, pero puntualiza que el mismo sólo será exigible cuando la persona que se encuentra privada de su libertad cumple a cabalidad con los requisitos para acceder a ella, beneficio que también podrá ser reclamado bajo las mismas premisas por quien se encuentre en prisión domiciliaria, en aquellos eventos en que se le ha concedido el permiso para trabajar…
… surge claro que el accionante no cumplió con los deberes señalados en el artículo en cita, pues él mismo lo indicó en su escrito de tutela, dado que acudió ante la autoridad que no era competente, de manera extemporánea y sin indagar los requisitos para el fin perseguido, por lo que esta Colegiatura evidencia que la situación alegada por el accionante tuvo relación directa con su falta de actividad y de interés, pues no se explica cómo, si hace más de un año se le concedió permiso para trabajar por parte del Juzgado de Ejecución de Penas, no se le haya ocurrido en momento alguno presentarse ante las autoridades competentes para preguntar qué requisitos debía cumplir para hacerse acreedor de los eventuales beneficios administrativos que por ley le asistirían, como por ejemplo el de la redención de pena que aquí reclama…
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SALA DE DECISIÓN PENAL 

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE 1ª INSTANCIA

Pereira, veintinueve (29) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)
Hora: 3:30 p.m.   
Aprobado por Acta No. 1085 
	Radicación: 
	66001-22-04-000-2019-00167-01

	Accionante: 
	Alberto Velásquez Arias 

	Accionado: 
	Juzgado 1º de Ejecución de Penas y M. de Seguridad y otro 

	Decisión: 
	niega 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la acción constitucional de tutela promovida por parte del señor ALBERTO VELÁSQUEZ ARIAS, en contra del JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA y el INPEC, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante, quien se encuentra en prisión domiciliaria, que el día 28 de noviembre de 2018, el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira le concedió permiso para trabajar, acorde con lo cual inició sus labores en el restaurante “La Reina del Castillo” a partir del día 2 de enero de 2019 y hasta el 30 de septiembre de 2019. Fue así como el 27 de septiembre hogaño, su empleador presentó ante el Juzgado que vigila la ejecución de su pena, las certificaciones de pago de seguridad social, y de las fechas efectivamente laboradas.  
Habiendo pasado 1 mes sin recibir respuesta frente a su “petición”, una hija suya se acercó al Juzgado Ejecución de Penas a preguntar sobre la suerte de la misma, a lo que le dieron respuesta de manera verbal indicando que en ese Despacho creyeron que el documento presentado por su empleador era meramente informativo, dado que el trámite para la redención de pena se debe adelantar ante el INPEC. 
Paso seguido, su hija se dirigió al INPEC para radicar toda la documentación, pero allí fue atendida por una funcionaria que se negó a recibirla, argumentando que desde un principio el condenado debió recurrir a esa Institución, en donde debía entregar mes a mes los reportes del tiempo laborado. Enfatizó dicha funcionaria que si él no realizó esa diligencia, prácticamente perdió todo su trabajo.  

Sostuvo el accionante que en ningún momento fue informado sobre los trámites que debía realizar en ese sentido, y que el Despacho demandado quebrantó sus garantías al no remitir su petición a la autoridad competente. 
Finalizó diciendo que el INPEC se ha mostrado inoperante, pues nunca se puso en contacto con él ni con su empleador como lo ordenaba el auto mediante el cual se le concedió permiso para trabajar. 

PRETENSIONES:

Con base en los hechos narrados, solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia: se ordene al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que reconozca que él procedió en debida forma con su petición y que en nunca fue informado del deber de adelantar algún tipo de trámite ante el INPEC. Que se retrotraiga todo el trámite administrativo con el fin de reconocerle todo el tiempo laborado. Que se ordene al INPEC adelantar los trámites pertinentes para registrar el tiempo laborado por él, según lo reportado ante el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad por parte de su empleador.   

TRÁMITE PROCESAL:

El conocimiento del presente asunto se avocó mediante auto del 15 de noviembre de 2019, en el cual se ordenó correr traslado al Juzgado demandado, y se vinculó de manera oficiosa al DIRECTOR DE LA CÁRCEL DE VARONES DE PEREIRA. 
INTERVENCIONES:

El Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad argumentó que el empleador del accionante presentó en ese Despacho un escrito, en las calendas del 27 de septiembre de 2019, adjuntando un certificado del pago de seguridad social en salud, relación de aportes a Comfamiliar, certificación de afiliación a riesgos laborales y el tiempo laborado por el señor Alberto. 
Explicó que a ese memorial no se le dio ningún trámite porque en él no se elevó ningún tipo de petición, ni se indicó cuál era su objeto, por lo que se presumió que este era meramente informativo, máxime cuando ni siquiera fue suscrito por el interesado. De allí que no sea exigible una respuesta ante un memorial en el que no se consigna ningún tipo de petición.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira quebrantó algún derecho fundamental del accionante al no darle trámite al escrito presentado por su empleador el 27 de septiembre hogaño, mediante el cual certificaba los tiempos por él laborados, para efectos de reconocer dicho tiempo como redención de pena. 
· Solución: 

La Constitución Política consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares de manera excepcional, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
Con respecto a lo dicho por el accionante, en relación con la supuesta vulneración de su derecho fundamental de petición por parte del Juzgado que vigila la ejecución de su pena, debe decir la Sala de manera anticipada que no le asiste la razón, pues conforme se observa en la documentación obrante en el expediente, del contenido del escrito que fuera presentado por un tercero ante esa Célula Judicial, como bien lo sugirió su titular, no se desprendía ningún tipo de petición, solicitud, ni se indicó tan si quiera cuál era el propósito del mismo. 
Recordemos que pese a la informalidad que caracteriza el derecho de petición, el artículo 16 del CPACA consagra el contenido básico que todas las solicitudes presentadas a las autoridades deben tener:  

“ARTÍCULO 16. CONTENIDO DE LAS PETICIONES. Toda petición deberá contener, por lo menos:

1. La designación de la autoridad a la que se dirige.

2. Los nombres y apellidos completos del solicitante y de su representante y o apoderado, si es el caso, con indicación de su documento de identidad y de la dirección donde recibirá correspondencia. El peticionario podrá agregar el número de fax o la dirección electrónica. Si el peticionario es una persona privada que deba estar inscrita en el registro mercantil, estará obligada a indicar su dirección electrónica.

3. El objeto de la petición.

4. Las razones en las que fundamenta su petición.

5. La relación de los documentos que desee presentar para iniciar el trámite.

6. La firma del peticionario cuando fuere el caso.”
De lo anterior se concluye que la vulneración alegada por el accionante en ese sentido no tuvo ocurrencia. 
Por otro lado, con respecto al reconocimiento del tiempo trabajado, es del caso hacer alusión a lo consagrado en el artículo 103A del Código Penitenciario y Carcelario -Ley 65 de 1993-, indica que la redención de pena es un derecho, pero puntualiza que el mismo sólo será exigible cuando la persona que se encuentra privada de su libertad cumple a cabalidad con los requisitos para acceder a ella, beneficio que también podrá ser reclamado bajo las mismas premisas por quien se encuentre en prisión domiciliaria, en aquellos eventos en que se le ha concedido el permiso para trabajar por parte del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, según los postulados del artículo 38E Ejusdem. 
Ahora, debe tenerse en cuenta que para poder evaluar y certificar las jornadas de trabajo, tanto de las personas que se encuentran privadas de la libertad en los centros de reclusión, como de las que se encuentran en prisión domiciliaria, la norma en cita consagra en su artículo 81 que en cada Establecimiento deberá haber una Junta destinada a verificar el cumplimiento de los reglamentos, el control de asistencia y rendimiento de las labores. 

Así pues, con el fin de reglamentar los programas de trabajo, y otros, válidos para la certificación del tiempo para redención de pena, el INPEC expidió la Resolución #3190 de 2013, norma que al hacer referencia en su capítulo séptimo a los “Programas del Sistema de Oportunidades Extramural”, puntualiza que aquellos internos a quienes se les ha impuesto prisión, detención domiciliaria o medida de vigilancia electrónica, tienen la posibilidad
 de solicitarle a la Junta de Evaluación de Trabajo, Estudio y Enseñanza, autorización para desarrollar programas ocupacionales; y que en caso de acogerse a los mismos, deberá presentar la respectiva solicitud, la cual deberá contener las siguientes características: 
“(…) que contenga descripción de la labor a realizar, lugar en donde realizará la actividad, tiempo de dedicación a la misma y horario, dirigido a la Junta de Evaluación de Trabajo, Estudio y Enseñanza (JETEE) del respectivo Establecimiento. Lo anterior deberá estar documentado permitiendo evidenciar la legalidad de la actividad económica. Una vez que es aprobado por la JETEE, el interno debe allegar la constancia de tiempo efectivamente laborado (cuando esté vinculado a una empresa) y para la certificación de horas, debe presentar mensualmente un informe de cumplimiento de la labor expedidos por el empleador o del plan de trabajo que fue aprobado por la JETEE. La certificación de tiempo se expedirá solo a partir de la fecha de autorización por parte de la Junta de Evaluación de Trabajo, Estudio y Enseñanza (JETEE) y no será retroactivo.”
De allí, surge claro que el accionante no cumplió con los deberes señalados en el artículo en cita, pues él mismo lo indicó en su escrito de tutela, dado que acudió ante la autoridad que no era competente, de manera extemporánea y sin indagar los requisitos para el fin perseguido, por lo que esta Colegiatura evidencia que la situación alegada por el accionante tuvo relación directa con su falta de actividad y de interés, pues no se explica cómo, si hace más de un año se le concedió permiso para trabajar por parte del Juzgado de Ejecución de Penas, no se le haya ocurrido en momento alguno presentarse ante las autoridades competentes para preguntar qué requisitos debía cumplir para hacerse acreedor de los eventuales beneficios administrativos que por ley le asistirían, como por ejemplo el de la redención de pena que aquí reclama, tal como lo haría una persona diligente, bien comunicándose por medios telefónicos, o ya, acercándose personalmente al Centro de Reclusión o al Juzgado. Ello pone en evidencia que en este asunto el señor Alberto Velásquez pretende usar la tutela como un mecanismo alterno que corrija sus descuidos y su negligencia, hecho que torna improcedente la presente acción, puesto que nadie puede alegar como hecho vulnerador de sus derechos su propia culpa. 
“3.3. Nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans).
 
3.3.1. Esta Corporación ha advertido la aplicabilidad del principio conforme al cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans). Una de las condiciones de procedibilidad de la acción de tutela, consiste en que el accionante no sea responsable de los hechos que presuntamente vulneran los derechos invocados, pues su finalidad no es “subsanar los efectos del descuido en que haya podido incurrir el accionante”. Al respecto la Corte en la citada providencia dijo:
 
“En efecto, si los hechos que dan origen a la acción de tutela corresponden a la actuación culposa, imprudente o negligente del actor que derivó, a la postre, en la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, no es admisible que éste pretenda a través de la acción de tutela obtener el amparo de tales derechos, y por lo tanto, desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que fundamentan la solicitud de amparo a la autoridad pública o al particular accionado. Una consideración en sentido contrario, constituiría la afectación de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
 
3.3.2. También hizo un recuento de la Jurisprudencia de esta Corporación sobre el principio Nemo auditur propriam turpitudinem allegans destacando que: (i) el juez constitucional no puede amparar situaciones donde la supuesta vulneración de un derecho fundamental, no se deriva de la acción u omisión de cualquier autoridad sino de la negligencia imprudencia o descuido del particular; (ii) la incuria del accionante no puede subsanarse por medio de la acción de tutela; (iii) la imposibilidad de alegar la propia culpa o desidia para solicitar la protección de un derecho cuyo riesgo ha sido generado por el mismo accionante.
 
Concluyó la Corte en esa oportunidad que:
 
“En síntesis, el principio general del derecho según el cual Nadie puede obtener provecho de su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), hace parte del ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, en virtud de dicho principio, la prosperidad de la acción de tutela está condicionada a la verificación de que los hechos que la originan, no ocurrieron como consecuencia de la culpa, imprudencia, negligencia o voluntad propia del actor. Ello por cuanto, una consideración en sentido contrario, constituiría una afectación del principio en comento, y por lo tanto, de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.”
 (Negrillas de la Sala)
Queda claro que el argumento según el cual el accionante carecía de conocimientos sobre los requisitos que debía acreditar para redimir su pena no puede ser de recibo, pues como se dijo en párrafos anteriores, si hubiera sido una persona más cautelosa, y preocupada por su situación, hace mucho tiempo se habría enterado de la falta en la cual estaba incurriendo, además, no puede valerse de la informalidad que caracteriza la acción de tutela para eximirse de aportar, cuando menos, los elementos mínimos que certifiquen todo lo alegado por el en su escrito de tutela, pues como viene de verse, no basta con la concesión del permiso para trabajar, pues ese es sólo uno de los pasos contemplados en la norma para que el tiempo utilizado en las actividades laborales sea reconocido para efectos de redimir la pena. 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneradora de los derechos fundamentales invocados que le sea atribuible a los demandados, por tanto la Sala no accederá a la petición de amparo deprecada por el accionante. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR LA SOLICITUD DE AMPARO INVOCADA por el señor ALBERTO VELÁSQUEZ ARIAS en contra del JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD y EL INPEC, con base en la argumentación expuesta en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Artículo décimo séptimo. 


� Corte Constitucional, sentencia T-1231 de 2008, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.
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